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El presente trabajo tiene como título Aplicación de la Prisión Preventiva y el Principio 
Constitucional de inocencia del investigado, en el Derecho Procesal Penal, Arequipa, 
2020; tuvo como objetivo general, analizar el cumplimiento de la aplicación de la 
prisión preventiva según el principio constitucional en la inocencia del investigado en 
el derecho procesal penal, Arequipa 2020; el método utilizado fue cualitativo 
inductivo, el tipo de investigación fue básica, el diseño que se utilizó es la teoría 
fundamental; los participantes seleccionados tienen una misma característica o 
perfil, los cuales compartieron sus perceptivas y experiencias a la realidad 
problemática; la técnica utilizada fue la entrevista individual, que fue dirigida a 
funcionarios públicos y privados, mediante la cual se buscó valorar el trabajo de la 
investigación; el instrumento utilizado fue la guía de entrevista que fue 
semiestructurada, dirigida a fiscales y abogados penalistas de Arequipa. 
Concluyendo que la prisión preventiva es una medida limitativa del derecho a la 
libertad, que se dicta dentro del proceso penal por el juez de investigación 
preparatoria, siendo que en muchos casos se declara fundada teniendo como 
consecuencia la vulneración del Principio de inocencia, establecido en el artículo 2, 
inciso 24, literal e) de la Constitución del Perú. 
 




The present work is entitled Application of Preventive Prison and the Constitutional 
Principle of innocence of the investigated, in Criminal Procedure Law, Arequipa, 
2020; Its general objective was to analyze compliance with the application of 
preventive detention according to the Constitutional Principle in the innocence of the 
investigated in Criminal Procedural Law, Arequipa 2020; the method used was 
qualitative inductive, the type of research was basic, the design used is the 
fundamental theory; the selected participants have the same characteristic or profile, 
who shared their perceptions and experiences of the problematic reality; The 
technique used was the individual interview, which was directed to public and private 
officials, through which it was sought to assess the research work; The instrument 
used was the semi-structured interview guide, addressed to Arequipa Prosecutors 
and Criminal Lawyers, concluding that preventive detention is a limiting measure of 
the right to liberty, which is dictated within the criminal process by the Preparatory 
Investigation Judge, being that in many cases it is declared founded, having as a 
consequence the violation of the Principle of innocence, established in article 2, 
paragraph 24, literal e) of the Constitution of Perú. 
 
 




Considerando que la prisión preventiva es una medida coercitiva cautelar personal 
la cual debe tener los suficientes elementos de convicción para que el juez penal 
pueda dictar mandato de detención; podemos advertir que en los últimos meses se 
ha tomado conocimiento mediante los medios de difusión que ésta medida 
coercitiva está siendo usada en forma arbitraria, sin tomar en cuenta lo que dispone 
el Art. 268° del Código Procesal Penal (presupuestos materiales) motivándonos a 
realizar el trabajo de investigación, por considerar que esta realidad problemática de 
la prisión preventiva vulnera el derecho a la presunción de inocencia. 
Esta realidad problemática no solo se presenta en el Perú, podemos mencionar 
que, en Guatemala, el autor menciona que estas garantías, que son de presunción 
de inocencia, no la respetan, porque lo que hacen los Tribunales es dar una 
presunción de culpabilidad que tiene el supuesto imputado, vulnerando así su 
derecho de garantías Constitucionales y garantías de los Derechos Humanos y es 
ahí donde estaríamos hablando de un sistema inquisitivo. Fuentes (2017) 
Esta problemática la advertimos en diferentes casos siendo uno de los más 
emblemáticos en nuestro país el caso del ex presidente Martín Vizcarra Cornejo 
quien está siendo investigado por presuntos sobornos y actos de corrupción que se 
habrían realizado durante su gestión como Gobernador de Moquegua. Es por ello 
que la Fiscalía solicitó 18 meses de prisión preventiva, dado que existirían fundados 
y graves elementos de convicción, así como el riesgo de fuga del investigado. 
Asimismo, el representante del Ministerio Público, en su requerimiento de prisión 
preventiva, establece que el investigado Martín Vizcarra podría causar 
obstaculización en la investigación, por lo que en mérito a ello, formula el 
requerimiento. 
Siendo ello así, se ha realizado la audiencia de prisión preventiva, de la cual se 
advierte que, al momento de resolver, la jueza de investigación preparatoria que ve 
la causa, declara infundada la pretensión formulada por la Fiscalía, argumentando 
que no existen graves y fundamentos elementos de convicción que puedan acreditar 
responsabilidad penal de parte del Sr. Martín Vizcarra, por lo que la jueza dispone 
mandato de comparecencia con restricciones. 
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Ante ello, el investigado Martín Vizcarra, manifiesta que terceros, mediante 
estrategias judiciales y políticas, pretenden imposibilitar su candidatura al Congreso 
de la República, dado que si la medida de prisión preventiva hubiera sido declarada 
fundada, este último, habría sido recluido en un penal desde el cual hubiera tenido 
que afrontar el proceso electoral, lo cual considera un abuso y acoso, dado que se 
estaría vulnerando su derecho de inocencia al no haber sido formulada la sentencia 
condenatoria, la cual incluso puede ser recurrida al órgano superior de justicia. 
Barboza (2021). 
Esta realidad problemática es la que sustenta este trabajo, porque en la actualidad 
se perjudica al investigado, dado que no se cuenta con pruebas suficientes para 
enervar el principio de inocencia, incluso en muchos casos, sin considerar aspectos 
tales como la edad del investigado, en el supuesto de delitos cometidos con 
agravantes. 
Asimismo, los jueces penales no valoran la aplicación de medidas distintas a la 
prisión preventiva, mediante las cuales también se asegura la presencia del 
imputado, durante la investigación, por ejemplo, la geo localización, el grillete 
electrónico, caución. 
Del mismo modo se observa que en la práctica la prisión preventiva está siendo 
usada en forma generalizada sin tomar en cuenta la valoración de los suficientes 
elementos de convicción y olvidando que la prisión preventiva exige varios 
requisitos para que pueda emitirse válidamente, así mismo que es una medida 
coercitiva cautelar que se impone a una persona en una investigación preparatoria 
y cuya finalidad específica es la de asegurar el debido proceso, sin embargo existen 
otras medidas menos gravosas, tal como es la comparecencia con restricciones. 
Es importante también mencionar que el plazo establecido para oponerse a la 
aplicación de la prisión preventiva imposibilita que, en algunos casos, la defensa se 
ejerza de manera eficaz, dado que no se permite a la defensa técnica, recabar 
elementos de prueba que permitan establecer el arraigo familiar, laboral y 
domiciliario; lo cual no sucede en el caso del representante del Ministerio Público 
en el extremo que las pruebas recopiladas las realiza la Policía Nacional del Perú, 
dentro del plazo dispuesto por el Fiscal, siendo este último quien conduce la 
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investigación y por lo tanto, tiene el dominio del tiempo y de acuerdo al criterio que 
maneje respecto al caso, solicita la imposición de la medida de prisión preventiva. 
Ante esta realidad problemática surgió la pregunta: ¿Existe cumplimiento de la 
aplicación de la prisión preventiva según el principio constitucional en la inocencia de 
un investigado en el derecho procesal penal, Arequipa 2020? 
El presente trabajo de investigación es relevante socialmente para el derecho, toda 
vez que se realizará un análisis exhaustivo de la prisión preventiva según el principio 
constitucional de inocencia y de esa manera dar a conocer información enriquecida 
sobre la realidad problemática la cual se ha investigado y de esa manera pueda ser 
utilizado como antecedente para nuevas investigaciones. Es fundamental resaltar que 
el trabajo de investigación está direccionado a llamar la atención de los 
operadores de justicia, y de la sociedad involucrada, sobre el problema social 
denominado aplicación de la prisión preventiva según el principio constitucional en la 
inocencia de un investigado en el derecho procesal penal, Arequipa 2020; toda vez 
que se podría estar vulnerando las garantías   procesales de la persona. 
Respecto a la teoría, el estudio pretende dar un aporte actualizado sobre la realidad 
problemática que permitirá conocer la realidad de las investigaciones y procesos 
judiciales y de esa manera buscar alternativas que coadyuven a la sociedad jurídica. 
La justificación en el campo legal del presente estudio, se dió en el análisis de la 
aplicación de la prisión preventiva, el cual cimenta el presente trabajo de investigación 
y de esa manera, se actualiza los conocimientos, cuyo uso tendrá carácter científico. 
Para ello se plantea como objetivo general: Analizar el cumplimiento de la aplicación 
de la prisión preventiva según el principio constitucional en la inocencia de un 
investigado en el derecho procesal penal, Arequipa 2020 y como objetivos 
específicos: Determinar si existe vulneración en la aplicación de la prisión preventiva 
según las garantías procesales del principio constitucional en la inocencia de un 
investigado, en el derecho procesal penal, Arequipa 2020, identificar la inobservancia 
de requisitos en la aplicación de la prisión preventiva según las garantías procesales 
del principio constitucional en la inocencia de un investigado, en el derecho procesal 
penal, Arequipa 2020. 
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II. MARCO TEÓRICO 
 
Medina (2014), realizó un trabajo de investigación donde el objetivo general fue 
determinar cuál es la frecuencia de la prisión preventiva y las características que se 
usan en los casos en la ciudad de Arequipa en el año 2011, llegando a la conclusión 
que en el porcentaje revisado de los expedientes el 38%, de la prisión preventiva 
no son confirmadas con una sentencia en donde se condene al presunto culpable 
con una pena menor de 4 años y de esa manera vulnera el derecho fundamental 
de la dignidad y las garantías procesales que nuestra Carta Magna le brinda a la 
persona con la presunción de inocencia y afecta a la persona en su entorno familiar 
y su vida social. 
Ali & Ascuña (2018), elaboraron una investigación en la ciudad de Arequipa, 
teniendo como objetivo general, analizar la problemática de la aplicación de la 
prisión preventiva, cuando se busca salvaguardar el peligro de fuga dentro de los 
sustentos principales de una medida de imposición en la persona, teniendo como 
conclusión que en el momento de valorar los requerimientos de esta medida se van 
a dar con mayor repercusión en los arraigos procesales, para evitar el peligro de 
fuga, siendo esta inconclusa, coyuntural y subjetiva, por no existir una evidencia 
real. 
Estrada (2019), en su trabajo de investigación tuvo como objetivo determinar si 
existe compatibilidad de la normativa en las medidas de coerción personal y la 
incidencia que aquella tiene en el principio constitucional de presunción de 
inocencia, llegando a la conclusión que se evidencia aquellos principios en conflicto 
y además, los factores que inciden directamente entre la tutela jurisdiccional 
efectiva, seguridad jurídica, libertad personal y debido proceso. 
Lizárraga (2019), llevó a cabo su investigación donde tuvo como objetivo principal, 
precisar las causas que originan los criterios expuestos por los jueces del Perú y 
de Arequipa en las resoluciones de prisión preventiva en relación a las Ejecutorias 
Supremas vinculantes, los Acuerdos Plenarios y las Sentencias del Tribunal 
Constitucional; así como plantear las consecuencias, antes y después de la 
aplicación progresiva del Código Procesal Penal, llegando a la conclusión que 
existen múltiples observaciones a la figura de la prisión preventiva, las cuales tienen 
animus de cuestionamiento sobre su Constitucionalidad, pero ninguna 
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autoridad ha declarado que ésta institución esté reñida con los Principios 
Constitucionales. 
Ortiz (2018), realizó una investigación teniendo como objetivo general, determinar 
si la desnaturalización de la prisión preventiva puede afectar el derecho 
fundamental de presunción de inocencia, concluyendo que el uso excesivo de la 
prisión preventiva, es uno de los factores que causa la afectación del derecho 
fundamental de presunción de inocencia de una persona que está siendo 
procesada en un proceso penal. 
Montero (2018), elaboró una investigación, considerando como objetivo general, 
determinar y analizar las razones que en la actualidad se aplica como regla general 
la prisión preventiva, por delitos simples que no merecen una pena efectiva 
asegurando el cumplimiento del proceso penal, llegando a la conclusión que la 
prisión preventiva es inmotivada por una equivocada arbitrariedad de los 
operadores judiciales en el delito de extorsión, vulnerando los derechos de 
presunción de inocencia. 
Carrasco (2020), en su trabajo de investigación tuvo como objetivo general, analizar 
los fundamentos jurídicos y fácticos que permitan tener un mejor análisis en la 
correcta aplicación de la prisión preventiva y de la presunción de inocencia, 
teniendo como conclusión que el Estado peruano debe tener en cuenta el Principio 
Constitucional de presunción de inocencia, principio base del Derecho Penal y de 
fuente de la Constitución, donde señala la Carta Magna como protección a ella, 
ahora bien, si el Acuerdo Plenario 01-2019 dice que se debe plantear sí o sí la 
prisión preventiva, también de debe salvaguardar el derecho que toda persona es 
inocente hasta que se demuestre lo contrario. 
Chipantiza (2014), elaboró la tesis donde considera como objetivo general, evaluar 
de qué manera incide la prisión preventiva en la vulneración del principio 
constitucional de presunción de inocencia en la Unidad Judicial Especializada en 
Garantías Penales de Tungurahua y tiene como conclusión que el procedimiento 
penal para ordenar la prisión preventiva por parte del juzgador, en gran porcentaje, 
inobserva los principios constitucionales del debido proceso y principalmente, por lo 
que es atropellado el principio constitucional de presunción de inocencia de las 
personas detenidas. 
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Salazar (2015), realizó la investigación, en la cual tuvo como objetivo general, 
dilucidar las causas por las cuales estas instituciones jurídicas producen visibles 
conflictos, con la finalidad de buscar soluciones que permitan subsanar las 
limitaciones observadas, llegando a la conclusión que el conflicto persistente entre 
la presunción de inocencia y la prisión preventiva, radica por problemas normativos 
y de la praxis, en casos en concreto. 
Colavolpe (2014), llevó a cabo el trabajo de investigación donde sostuvo como 
objetivo general, analizar las garantías constitucionales del proceso penal, 
especialmente la presunción de inocencia, características y procedencia, llegando 
a la conclusión que hay una línea muy delgada entre el quebrantamiento o no de la 
presunción de inocencia frente a la prisión preventiva, en donde un Estado de 
derecho, con una Constitución que además de tener implícita en su artículo 18, la 
presunción de inocencia, incorpora los Tratados Internacionales, los cuales avalan 
este principio estudiado en el presente trabajo como una garantía fundamental para 
el imputado, sujeto a un proceso judicial. 
Guerrero (2020), desarrolló el trabajo de investigación en el cual consideró como 
objetivo general, evaluar el desarrollo jurisprudencial de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos con respecto al control de convencionalidad de las normas 
internas, que permite a los Estados verificar si su ordenamiento jurídico se 
encuentra en correspondencia con la Convención Americana de Derechos 
Humanos, llegando a la conclusión que el derecho a la libertad personal constituye 
una de las garantías fundamentales para todos los individuos, por esta razón las 
restricciones que se fijen al mismo, deben en todo momento estar motivadas por 
factores objetivos y en todo caso responder a criterios de necesidad, 
proporcionalidad y razonabilidad. 
Asimismo, el autor menciona que dentro de los instrumentos legales existe 
elecciones como las medidas de prevención, siendo estas medidas la 
comparecencia restrictiva, sin embargo, los servidores del Ministerio Público, en el 
ejercicio de su cargo, lo que hacen es excluir el derecho fundamental de toda 
persona, buscando la prisión preventiva y suprimiendo el derecho de la presunción 
de inocencia, siendo desmedido en relación a las normas y jurisprudencias. (Bravo, 
2020) 
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En la actualidad se observa que las medidas preventivas en un proceso penal 
vienen siendo irrazonables, porque buscan hostigar a un conjunto de la sociedad, 
toda vez que lo que pretenden es producir la imposición en una determinada 
resolución judicial por parte del Juez y de esa manera vulnerar la presunción de 
inocencia del investigado, al no tener una motivación eficaz al dictar una medida. 
(Alfaro, 2019) 
Existen distintos conceptos de instituciones jurídicas, sin embargo el autor 
considera que es inapropiada la medida cautelar que se le impone a la persona, 
respecto de la solicitud que formula el fiscal al juez, dado que con esta medida se 
pretende garantizar una investigación eficaz, siendo la prisión preventiva algo 
desfavorable para el presunto imputado, dejando de lado la presunción de 
inocencia, antes de que se proceda a realizar las investigaciones y se determine la 
responsabilidad cierta o incierta. (Ferrajoli, 1997) 
La Corte Penal de Colombia en una sentencia del año 1998 precisa que la prisión 
preventiva solo se debe asignar en una decisión puntual donde se pueda demostrar 
que el imputado pueda transgredir las normas y que debe primar la presunción de 
inocencia que toda persona tiene y más aún cuando lo determina el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles, dado que se estaría estableciendo contrariedad 
al otorgar la prisión preventiva y esto lo que originaría es aglomeración carcelaria 
en el país de Colombia. (Granados, 2013) 
El autor menciona que es inconstitucional la imposición de la medidas de prisión 
preventiva antes que se emita una sentencia firme en un proceso penal, dado que 
vulnera el derecho de la garantía de presunción de inocencia de toda persona que 
está siendo investigada, siendo que los magistrados contradicen nuestra Carta 
Magna y lo que hacen es tomar la decisión de imponer la prisión preventiva porque 
el fiscal así lo requiere, argumentando que esta institución jurídica, es una medida 
cautelar, dando un argumento erróneo, porque es equivalente a la imposición de la 
pena que se aplica al imputado, trasgrediendo el derecho de presunción de 
inocencia que tiene toda persona y más aun considerando que al momento de 
finalizar las investigaciones, los resultados indican que el imputado era inocente. 
(Ñaupari, 2016) 
Cuando se habla de un derecho subjetivo como precepto de una medida procesal 
a la presunción de inocencia, quiere decir que ésta es usada como una pena para 
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evitar que el imputado obstruya el proceso de investigación que se da en su contra 
y esto lo establece el Código Procesal Penal, en los supuestos para determinar que 
no exista peligro de fuga, siendo en muchos casos arbitraria la medida que se 
establece dentro de un proceso. (Correa, 2018) 
El autor menciona que es importante tener en cuenta que dentro de los 
presupuestos de la prisión preventiva en el proceso penal, se encuentra vinculada 
a la persona, el principio de inocencia, siendo que este principio tiene vínculo con 
los Derechos Constitucionales, por lo que en muchas situaciones se debe 
determinar la libertad del investigado sin afectar, de manera ilegal, la presunción de 
inocencia, advirtiéndose en la práctica, oposición y colisión de derechos del 
imputado. (Ramos, 2019) 
Los autores nos mencionan que la medida de privación de libertad, al inicio de un 
proceso, tiene el propósito de no entorpecer la investigación del caso y es cuando 
precisamente se manifiesta la vulneración de la presunción de inocencia que toda 
persona tiene, mientras no se demuestre que es responsable, sin determinar si 
verdaderamente se motiva las exigencias de los requisitos para dictar la detención 
y se estructura un enigma en la desigualdad de un derecho. (Torres & Fernández, 
2019) 
Dentro de las normas no se puede hallar un modelo que se incline a no vulnerar las 
garantías que se puedan brindar al imputado, teniendo en cuenta el principio de 
inocencia y no existe una motivación válida al tomar una decisión que va en contra 
del derecho de la persona. (Manríquez, 2020) 
Las restricciones de las medidas preventivas que se da en un proceso penal, 
afectan la presunción de inocencia que tiene la persona y en la praxis judicial, 
podemos decir que no se escatima al momento de otorgar una medida cautelar que 
es la privación de libertad. (Llobet, 2009) 
Cuando se demuestra que el presunto imputado, el cual estuvo detenido y a quien 
se vulneró el derecho de presunción de inocencia, demuestra que fue inocente 
durante todo el proceso y luego es declarado absuelto con una sentencia firme; se 
le debería otorgar una indemnización por los daños ocasionados, como 
consecuencia de haberlo privado de su libertad, como se establece en los sistemas 
de Derechos Humanos, pero éste se contradice con las normativas de Costa Rica y 
de esa manera quiebra este derecho que tiene toda persona (Rojas, 2019) 
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El autor menciona que la prisión preventiva se va a manifestar al realizar un mejor 
control al imputado al momento de brindar la medida preventiva, sin darse cuenta 
que esto puede desencadenar una serie de situaciones a la persona que es 
imputada y más cuando no existen las garantías, mientras no se demuestre su 
responsabilidad. (Kostenwein, 2017) 
El autor indica que la figura de la prisión preventiva, corresponde a una creación del 
Estado, dado que con ello busca justificar la falta de recursos con los que debería 
actuar a efecto de asegurar el acceso a la justicia por parte de los imputados e 
incluso a los agraviados, sin embargo ello no sucede así, en tal sentido, se opta por 
vulnerar derechos fundamentales de los imputados, los cuales son protegidos por 
Tratados, Pactos y Convenios Internacionales, mediante los cuales se protegen los 
Derechos Humanos; ello bajo el pretexto de asegurar la presencia del investigado 
durante el proceso penal. (Espinoza, 2020) 
El despojar de la libertad a una persona que está inmersa en un proceso penal, 
únicamente debe obedecer a aspectos relevantes, tales como haber sido 
encontrado en la escena del crimen, sin embargo ello no implica que el juez o fiscal, 
puedan evaluar de manera objetiva los presupuestos exigidos por la norma, siendo 
que incluso puede justificarse la imposición de una medida menos gravosa a efecto 
de no generar vulneración en cuanto al principio de inocencia del imputado. (Peñafiel, 
Erazo, Pozo, & Narváez, 2020) 
La prisión preventiva, es una medida que fue creada con el objetivo de garantizar 
la presencia del imputado durante la investigacion e incluso, en el juicio oral, sin 
embargo no se considera que únicamente una persona puede ser declarada 
responsable del delito, mediante una sentencia penal consentida; de no existir 
sentencia, el investigado debería mantener su libertad. (Silvina Bauger, 2019) 
El autor considera que cuando se habla de prisión preventiva se está hablando de 
una pena anticipada, dentro de la praxis jurídica, en México, los magistrados a 
cargo de la investigación, otorgan una medida de prevención y resuelven en gran 
porcentaje, las sentencias firmes con una pena condenatoria y no porque dentro de 
las investigaciones demuestren la responsabilidad del imputado como lo mencionan 
los procedimientos de investigación, sino porque se verá obligado a declararlo 
culpable, solo por no impugnar su primera decisión en la cual se otorgó la prisión 
preventiva. (Salcedo, 2018) 
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El derecho que tiene toda persona de lo que es la presunción de inocencia puede 
ser trasgredido al momento que termine un proceso restaurativo con una negativa 
por parte de los magistrados, quienes procederán a juzgar con lo que se pueda 
obtener en los juicios orales y se abstendrá de meritar los medios probatorios que 
puedan existir y de esa manera lo que busquen será proteger y amparar los derechos  
de la víctima para un proceso ecuánime. (Barrios, 2020) 
El autor menciona que cuando se habla de imputar se estaría trasgrediendo las 
Garantías Constitucionales del encausado al no respetar la presunción de inocencia 
y más cuando, en primer lugar se debería distinguir y dar una definición concreta de 
encausado e investigado. Antes los procesos eran confidenciales y estaba 
prohibido que sea filtrada la información de los procesos a los medios de 
comunicación, hoy en día eso quedó atrás y muchas veces en el momento que se 
abre un proceso penal, al presunto imputado, le imponen como medida cautelar la 
prisión preventiva. (Ortego, 2016) 
Existen diferentes dictámenes donde han examinado este derecho que es 
transgredido en cuanto a lo que se refiere a la presunción de inocencia, existiendo 
diferente jurisprudencia, donde se ha dosificado la figura extraprocesal, sin 
embargo se debe tener en cuenta que existen otras con mayor importancia, dentro 
de la institución jurídica. (Hidalgo, 2020) 
Según los autores, cuando se habla de una doctrina jurídica, se habla de los 
fundamentos que se va a tener en cuenta en la parte jurídica, como son los valores, 
los conocimientos y las tradiciones; cuando hablamos legalmente y los dogmas que 
se puedan tener, mostrando así la realidad de lo que está ocurriendo en un Estado 
de Derecho donde se da la configuración y el fin de la doctrina jurídica. (Gilmullin, 
Pogodin, & Abdrashitov, 2018) 
La autora menciona que, cuando se habla de la presunción de inocencia, se está 
vulnerando los derechos de la persona desde el momento que se le impone la 
prisión preventiva y se le interna en un establecimiento penal donde tendrá contacto 
con personas que ya se encuentran sentenciadas, existiendo una violación a los 
derechos de las personas al quitarles su libertad sin demostrar que son culpables. 
(Lozano, 2018) 
Los autores mencionan que se debería buscar la manera que no se condenen a las 
personas injustamente, por ser investigadas, dado que muchas veces, los medios 
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de comunicación, lo que hacen es sentenciarlos antes que el juez lo haga y por ese 
motivo, se impone la prisión preventiva sin brindar espacio a que se respete el 
Estado de Derecho, así como la garantía de la presunción de inocencia, siendo este 
garantizado por nuestra Constitución. (Zas & Sixto, 2019) 
Debería existir una norma mediante la cual se pueda realizar un procedimiento 
donde se dé la suspensión condicional en un proceso penal y de esa manera se 
pueda respaldar y asegurar la aplicación de la tutela efectiva. En Ecuador, buscan 
que los procesos penales se den de manera célere, pero esto sólo en aquellos 
delitos que tienen una pena mínima y buscan respetar las garantías que da la 
Constitución, pero es muy diferente en los procesos penales donde la pena es alta 
y la persona que en ese momento es investigada, se ve vulnerada en cuanto a la 
garantía de presunción de inocencia y pasa a aislamiento en una cárcel. (Villamarín, 
Salazar, & Vinueza, 2020) 
En México, la Constitución señala en el artículo 19, que la prisión preventiva es una 
figura que vulnera los Derechos Internacionales de los investigados, porque existe 
una vulneración directa por parte de los agentes judiciales, al privarles de su libertad 
y se puede decir que es un delito que comete el Estado con la sociedad. (Salcedo, 
2019) 
No cabe duda que todos los países deben priorizar la justicia respecto de cualquier 
forma que pretenda vulnerar los derechos y principios de las personas, más aún de 
aquellas que son parte en los procesos penales, dado que se debe respetar el 
derecho a tener un proceso judicial, en el cual se garantice la imparcialidad y 
objetividad de parte de los jueces, quienes deben evitar emitir resoluciones, sin 
estar justificadas en presiones mediáticas y de cualquier otro aspecto ajeno al 
proceso. Asimismo, se debe considerar que las resoluciones emitidas en el proceso 
penal, deben garantizar que el procesado pueda defenderse con los medios de 
defensa que le permitan acreditar su inocencia (Barrios, Gonzabay, & Borbor, 2017) 
En el proceso penal, así como en otras especialidades del derecho, se garantiza 
los Derechos Constitucionales de las partes, de manera igualitaria. Sin embargo en 
el proceso penal, a diferencia de otras ramas del derecho, lo que se debe de 
establecer es la responsabilidad del imputado, quien es considerado inocente hasta 
que no haya sentencia condenatoria que demuestre lo contrario, dado que quien 
debe resolver si el imputado tiene responsabilidad penal es el juez, quien garantiza 
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que el proceso penal se realiza de manera tal que no se vulnere el derecho de 
inocencia. (Martín, 2018) 
La prisión preventiva mantiene estrecha vinculación con el principio de inocencia 
del imputado, dado que de declararse fundada en contra del imputado, se debe 
considerar aspectos tales como la proporcionalidad y temporalidad, siendo estos, 
dos aspectos que influyen de manera directa respecto de la medida impuesta, 
siendo que, el imputado al ser recluido aún mantiene derechos inherentes, los 
cuales deben ser respetados a efecto de no conculcar los mismos. Por otro lado, la 
imposición de la medida de prisión preventiva implica que debe estar sujeta a 
controles estrictos, a efecto de no vulnerar los derechos antes mencionados, en 
especial, el derecho de inocencia. (Echeverry, 2009) 
Para el autor, la prisión preventiva es un grave mal que pueden emitir los órganos 
jurídicos, mediante la cual se vulnera el derecho a la libertad y se debe de tener en 
cuenta que, esta medida se debe imponer cuando se haya verificado que las otras 
medidas que existen, el presunto imputado, las ha podido irrumpir; sin embargo 
algunas veces, basta con el pedido que realiza el fiscal al juez, quien no amerita 
como se debe ordenar diferentes medidas que se le pueden asignar al presunto 
culpable. (Villar, 2019) 
En España, existe reconocimiento por parte de la ley del Poder Judicial que trata 
respecto de la indemnización, si la persona sufre prisión preventiva y en el momento 
de sentenciar, lo declaran inocente; sin embargo los Tribunales Europeos 
reprueban estas leyes sin considerar que ésta vulneración de derecho se encuentra 
enmarcada en el Convenio Europeo de Derechos Humanos siendo que busca que 
los Tribunales de ese país den un giro y puedan aplicar como se debe y dejar de 
vulnerar los derechos de la persona en el sentido de lo que es la presunción de 




La Metodología que se utilizó es de enfoque cualitativo inductivo porque 
buscar revelar las teorías, preposiciones y conceptos desde el punto de partida de 
los datos obtenidos y de esa manera analizar la aplicación de la prisión preventiva 
desde el punto de vista del principio constitucional de inocencia del investigado. 
(Hernández, 2014) 
3.1. Tipo y diseño de investigación 
El tipo de investigación fue básica, porque estuvo dirigida a realizar un 
análisis de manera profunda y clara para la interpretación de todos los aspectos 
fundamentales que se investigan sobre la Aplicación de la Prisión Preventiva y el 
Principio Constitucional de inocencia del investigado. 
El diseño utilizado fue la teoría fundamentada, porque buscó adaptarse al 
estudio en la realidad problemática dentro de la sociedad, asimismo interpretar y 
llegar de esa manera a responder el objetivo general y los objetivos específicos. 
(Hernández, 2014) 
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización apriorística. 
Se dieron antes de la recopilación de las informaciones teóricas desde el 
momento de que se inició las indagaciones sobre la realidad problemática, para así 
llegar al objetivo general y específicos. 
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1. ¿Considera Ud., que la 
figura jurídica de la prisión 
preventiva viene siendo 
aplicada correctamente 
por los operadores de 
justicia penal? ¿Por qué? 
2. ¿Considera Ud. que los 
jueces de investigación 
preparatoria, valoran de 
manera objetiva el 
Acuerdo Plenario 01- 
2019, que hace referencia 
a la prisión preventiva? 
3. ¿Considera Ud., que se 
deben aplicar otras 
medidas que sustituyan la 
medida de prisión 
preventiva? ¿Por qué? 
4. ¿Considera Ud. que la 
aplicación de la prisión 
preventiva, es la única 

















asegurar la presencia del 
investigado? ¿Por qué? 
5. ¿Considera Ud., qué la 
medida de prisión 
preventiva vulnera el 
derecho Constitucional de 
presunción de inocencia? 
¿Por qué? 
6. ¿Considera Ud. que en el 
Perú se respeta el derecho 
a la libertad conforme a los 
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7. ¿Conoce Ud. cuáles son 
los criterios que considera 
el Ministerio Público para 
formular el requerimiento 
de aplicación de la prisión 
preventiva? 
8. ¿Considera Ud. que las 
diligencias policiales son 
las adecuadas para 
recabar elementos de 
convicción que permiten al 
fiscal requerir la prisión 
preventiva? 
¿Por qué? 
9. ¿Considera Ud., que la 
imposición de prisión 
preventiva es adecuada 













Elaboración propia de tabla 
 
3.3. Escenario de estudio 
El escenario de estudio se realizó a través de la plataforma zoom, mediante 
el cual se buscó que el entrevistado se sienta cómodo para tener la confianza de 
exponer sus opiniones de una forma libre y sin presión, considerando el Acuerdo 
Plenario Nro. 01-2019, así como el contenido del Código Procesal Penal peruano y 
la Constitución Política del Perú. Así mismo se ha buscado que respondan de una 
manera clara sobre los Tratados Internacionales, considerando el ámbito social y 
jurídico, a efecto de colaborar con investigaciones futuras que coadyuven a la 
colectividad jurídica 
3.4. Participantes 
Los participantes que se seleccionaron, tienen una misma característica o 
perfil, los cuales compartieron sus perceptivas y experiencias de la realidad 
problemática del presente trabajo de investigación, toda vez que son expertos en 
materia jurídica penal del trabajo de investigación. 
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Tabla 2 Cuadro de Entrevistados 
 
N Apellidos y nombres del entrevistado Cargo Grado académico 
1 Sally Keyt Zorrilla Alarcón Abogada Licenciada 
2 Mauricio Rene Rivera López Abogado Magister. 
3 Beatriz Borda Garrido Abogada Licenciada. 
4 Naysha Chapa López Abogada Licenciada. 
5 Claudia Sofía Benavente Delgado Abogada Licenciada. 
6 Juan José Zeballos Prado Abogado Licenciada. 
7 William Choque Ramos Abogado Magister 
Elaboración propia de tabla 
 
 
Tabla 3 Guía documental 
Nro. Guía Documental Delito 
1 Expediente 05737-2020-6-0401-JR-PE-01 Robo agravado 
2 Expediente 01207-2017-93-0401-JR-PE-03 Colusión agravada 
Elaboración propia de tabla 
 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
La técnica que se utilizó fue la entrevista individual, que es dirigida a 
funcionarios públicos y privados, mediante la cual se buscó valorar el trabajo de la 
investigación. 
El instrumento fue la guía de entrevista que fue semiestructurada, siendo dirigida a 
fiscales y abogados penalistas de la ciudad de Arequipa, la cual fue expuesta de 
manera abierta para indagar las perspectivas del entrevistado, teniendo en cuenta 
que durante la entrevista podrían surgir algunas preguntas necesarias para llegar 
a los objetivos específicos. 
3.6. Procedimiento 
Se inició con la estructura de la guía de entrevista, dicho instrumento está 
dividido con preguntas dirigidas al objetivo general y a los objetivos específicos, la 
cual fue validada por expertos en el tema; seguidamente se realizó la solicitud del 
permiso a cada funcionario que se entrevistó, para lo cual firmaron un acta de 
consentimiento formal para realizar la entrevista y por último se analizó la 
información obtenida sobre la realidad problemática del trabajo de investigación, 
para llegar a los resultados y discusión del trabajo de investigación. 
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3.7. Rigor científico 
Dentro del rigor científico se buscó que el trabajo de investigación tenga una 
validez de la credibilidad de la información obtenida por lo cual la guía de entrevista 
es validada por expertos del tema y de esa forma demostrar los resultados del 
proyecto de investigación. 
Tabla 4 Cuadro de expertos que validaron el instrumento 
 
N° Apellidos y nombres del validador Profesión Grado Académico % 
1 Delgado Arce, Wolmer Giuliano Abogado Magister 94 
2 Morales Hermosa, Cesar Isaías Abogado Licenciado 93 
3 Ismodes Talavera. Javier Enrique Abogado Doctor 95 
Elaboración propia de tabla 
3.8. Método de análisis de datos 
Después de realizadas las entrevistas, se procedió hacer el análisis de la 
información obtenida y describir e interpretar los resultados y las guías de las 
teorías fundamentales de una manera clara y concisa sobre la realidad 
problemática. 
3.9. Aspectos éticos 
El trabajo de investigación se ha ceñido a las normas American 
Psychological Association (APA) respetando de esa manera la propiedad 
intelectual de los autores que se encuentren citados en el trabajo de investigación. 
De la misma manera se respetará el principio de autonomía de los funcionarios 
públicos y privados, por lo que es indispensable el consentimiento informado de los 
entrevistados, para un buen entendimiento del fenómeno la realidad problemática 
del trabajo, para futuras investigaciones. 
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IV. RESULTADO Y DISCUSIÓN. 
Se ha recabado resultados originados de la implementación del instrumento, siendo 
esta la guía de entrevista, la cual fue dirigida a especialistas respecto del derecho 
procesal penal, los cuales tuvieron participación en cuanto se refiere a la medida 
de prisión preventiva; lo cual se ha desarrollado considerando el objetivo general y 
el objetivo específico del trabajo en cuestión, por lo tanto en los siguientes párrafos 
se apreciará los resultados conseguidos respecto de los objetivos antes 
mencionado. 
Acerca del objetivo general sobre el análisis del cumplimiento de la aplicación de la 
Prisión Preventiva según el Principio Constitucional en la Inocencia de un 
investigado en el derecho procesal penal, Arequipa 2020; los entrevistados 
manifestaron lo siguiente; Chapa (2021) refiere que la figura jurídica de la prisión 
preventiva viene siendo aplicada correctamente porque en efecto, se consideran 
presupuestos que establece la norma penal, que permiten determinar la gravedad 
de los hechos, los mismos que se encuentran fundamentados en los elementos de 
convicción recabados preliminarmente, lo cual finalmente permite declarar fundado 
o infundado el requerimiento formulado por el representante del Ministerio Público. 
Del Acuerdo Plenario 01- 2019, consideró que se maneja de manera objetiva ya 
que ello ha permitido un análisis más exhaustivo respecto a la observancia del 
cumplimiento de cada uno de los presupuestos para dictar prisión preventiva, 
además que en la actualidad los jueces aplican otras medidas, como la 
comparecencia con restricciones, sin embargo y considerando que el uso de 
medios electrónicos se ha vuelto de uso normalizado, tanto más en las diligencias 
judiciales y fiscales, se podrían utilizar los mismos para el cumplimiento real de las 
restricciones dictadas y dicha medida no se convierta en poco efectiva. 
Del mismo modo Zorrilla (2021) menciona que considera que se aplica 
correctamente, ello en atención a que la solicitud de prisión preventiva pasa por el 
estricto control por parte del juez de investigación preparatoria a fin que se cumplan 
los presupuestos contemplados en el artículo 2680 del Código Procesal Penal; el 
requerimiento de prisión preventiva presentado por la Fiscalía a pesar del poco 
tiempo que se tiene para poder realizar actos de investigación (en casos de 
flagrancia delictiva), se realiza porque cuenta con una sospecha grave que vincula 
directamente al investigado con la comisión del ilícito, además los jueces de 
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investigación preparatoria si realizan una valoración objetiva, conforme lo establece 
el Acuerdo Plenario 01-2019, ya que no siempre se declaran fundados los 
requerimientos de prisión preventiva presentados por el Fiscal, en muchos casos 
imponen comparecencias con restricciones cuando a su valoración no concurren 
copulativamente los presupuestos de prisión preventiva que contempla el Código 
Procesal Penal, por otro lado el mismo Código Procesal Penal contempla otras 
medidas coercitivas, como comparecencia con restricciones, arresto domiciliario, 
entre otros; bajo el criterio y conforme la valoración de los elementos con que se 
cuente en cada investigación se valora la posibilidad de solicitud de prisión 
preventiva, no siendo del criterio que la prisión preventiva sea sustituida por otra 
medida ya que cada medida de coerción tiene una finalidad. 
Por otro lado, Rivera (2021) indica que es imposible dar una respuesta consistente. 
Cada caso y cada operador de justicia son diferentes. En muchas operaciones se 
requiere debidamente la prisión, en otras se requiere y a veces se dan por presión 
mediática, y en el otro extremo hay hipergarantismos que no conceden prisiones 
cuando deberían ser declaradas fundadas, sobre el Acuerdo Plenario 01- 2019, lo 
citan y solicitan su fundamentación, pero de fondo es una cuestión formal más que 
sustancial. No es su culpa, el Acuerdo Plenario citado no refleja nuestra realidad 
social o jurídica. 
Según Zeballos (2021) menciona que la figura jurídica de la prisión preventiva, se 
da en alguna oportunidades, ya que pese a cumplirse la forma copulativa los 
presupuestos que exige la norma o los operadores de justicia optan por otra medida 
coercitiva, cabe mencionar que los jueces no siempre cotejan la existencia 
acreditativas del peligro procesal y que dentro del Código Procesal Penal se 
describe otras medidas coercitivas, sin embargo la adopción de cualquier medida 
debe de ser debidamente expuesta en razones jurídicas y solo en caso excepcional 
se tomará dicha medida extrema. 
Borda (2021) menciona que no, en la realidad, se está aplicando la prisión 
preventiva como medida de coerción procesal penal, sin cumplirse el principio de 
prueba suficiente, debido a que los elementos de convicción consignados y 
tomados en cuenta por el Fiscal para plantear su requerimiento fiscal, no son 
efectivos, contundentes para poder desvirtuar el principio de presunción de 
inocencia, por consiguiente al dictarse una prisión preventiva, se toma como casi 
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una ya sentencia adelantada, cuando aún no se ha concluido el proceso penal, 
actuándose conforme lo estipula el principio del debido proceso, sobre el Acuerdo 
Plenario no se podría señalar un “si” total, existen algunas excepciones que harían 
el no, sobre todo a un punto específico, estipulado en dicho Acuerdo Plenario: Nivel 
de Motivación Judicial, referido a la motivación de la resolución que impone prisión 
preventiva, señala que debe ser suficiente y razonable, cumpliendo los principios 
de exhaustividad y congruencia, debe referirse a la rigurosa y concisa justificación 
en las conclusiones fácticas de sospecha fuerte desde el derecho probatorio y 
jurídicas correspondientes según cada caso específico. Sobre las medidas que 
sustituyan la medida de prisión preventiva señala la misma doctrina, cada caso 
específico existen otras medidas coercitivas menos gravosas que la privación de la 
libertad, agravado con el ingreso a un centro penitenciario del investigado, como 
por ejemplo el arresto domiciliario con grillete electrónico o comparecencia 
restringida con impedimento de salida del país, en casos por ejemplo de 
envergadura mediática actual como los delitos de corrupción de funcionarios, de 
esta manera debilita el peligro de fuga, durante el tiempo de investigación preliminar 
y el mismo proceso penal en sus tres etapas, hasta tener resultado de una 
sentencia (sea esta condenatoria o absolutoria). 
Y en una misma visión Benavente (2021) nos indica que no se da de manera idónea 
puesto que en muchos casos no se valoran los arraigos y ello conlleva a dictar 
prisión preventiva injustamente y al momento de usar el Acuerdo Plenario 001-2019 
en muchas ocasiones no son objetivos y tal circunstancia desencadena en la 
vulneración de los derechos de los investigados y seria propio modificar la 
legislación y mejorar el actual sistema, porque caso contrario se seguiría 
vulnerando los derechos de las personas investigadas. 
Así mismo Choque (2021) considera que actualmente no se aplica adecuadamente 
ni correctamente ésta medida de coerción procesal, debido a que tiene una finalidad 
temporal o provisional y aun es excepcional, los cuales no son respetados por 
muchos fiscales y jueces de investigación preparatoria, pretendiendo convertirla en 
regla general y la mayoría de jueces no valoran adecuadamente el Acuerdo 
Plenario 01-2019, consideró que aún no se ha solucionado los niveles de sospecha 
con la doctrina o jurisprudencia con la cual se cuenta actualmente, tampoco es 
obligatoria la valoración para los jueces el Acuerdo Plenario mencionado, la 
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doctrina ubica la prisión preventiva como la última de todas las medidas de coerción 
procesal personal, el cual se debe dar bajo esos parámetros. 
En el primer objetivo específico se planteó, determinar si existe vulneración en la 
aplicación de la prisión preventiva según las garantías procesales del principio 
constitucional en la inocencia de un investigado, en el derecho procesal penal, 
Arequipa 2020, donde refirieron los entrevistados los siguiente: Zorrilla (2021) 
consideró que por la naturaleza del delito que se investiga y cuando las penas a 
imponer van a ser con el carácter de efectiva con internamiento en un centro 
penitenciario, la posibilidad que el investigado evada la acción de la justicia es muy 
alta, por lo que consideró que la prisión preventiva es la única medida que asegura 
su presencia en la investigación o de ser el caso en el desarrollo de la etapa 
inmediata y juzgamiento correspondiente, la prisión preventiva es una medida 
preventiva, a fin de asegurar la presencia del investigado en todo el proceso de 
investigación [...], el Ministerio Público, como defensor de la legalidad, en ningún 
momento puede permitir actos que afecten la libertad de la persona. 
Por otro lado, Chapa (2021) nos indica que existen otras medias menos gravosas 
que también son aplicadas conforme al criterio que tiene el Juez que la impone, sin 
embargo la prisión preventiva resulta ser la medida idónea y necesaria para casos 
que realmente ameritan la imposición de tal medida, por otro lado la prisión 
preventiva no vulnera el Derecho Constitucional, la imposición de la medida, esta 
revestida de argumentos objetivos basados en el análisis de elementos de 
convicción, que permiten inferir al Juez, que existen elementos suficientes para 
sindicar al imputado como autor del delito, si se respeta el derecho a la libertad 
conforme a los Tratados o Convenios Internacionales de Derechos Humanos, sobre 
todo, se vela por ellos en estricto cumplimiento de los Derechos Humanos; la prisión 
preventiva encuentra su justificación en la garantía de la permanencia del 
investigado durante el proceso penal, para ello, previamente se ha tenido, por parte 
del fiscal, que recabar todos los elementos de convicción que los vinculen con el 
hecho delictivo y al juez analizar y evaluar el estricto cumplimiento de los 
presupuestos procesales, así como la motivación de la medida, es decir que esta 
sea idónea, suficiente y necesaria. 
Zeballos (2021) menciona que la prisión preventiva no es la única medida, pues 
existen medidas alternativas que pueden limitar la libertad de la persona y resulta 
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menos gravosas para los investigados, esta medida no vulnera el Derecho 
Constitucional puesto que deviene necesaria en la medida en que resulte ineludible 
para garantizar el proceso penal. 
Borda (2021) considera que la prisión preventiva, no es la única medida necesaria 
para asegurar la presencia del investigado, de antemano y en la posición de la 
función de fiscal, es necesario poder asegurar la presencia del investigado en cada 
llamado de la justicia, motivo por el cual, si de ser el caso, ante una denegatoria de 
prisión preventiva, de manera inmediata se debe evitar una posible fuga o situación 
de no habido del investigado, motivo por el cual se puede plantear: arresto 
domiciliario, impedimento de salida del país, comparecencia restringida, con 
apercibimientos muy bien definidos en caso de incumplimiento de dichas medidas 
coercitivas; siendo que de esta manera también se tiene en cuenta la seguridad de 
la presencia del investigado; la prisión preventiva fundada, es una forma de 
sentencia anticipada sin haberse actuado los medios de prueba suficientes que 
sustenten la acusación directa de la comisión del delito al que en dicha etapa 
preliminar aún tiene la calidad de investigado, mas no de procesado ni mucho 
menos sentenciado, por lo tanto es contradictorio en todos sus extremos a la 
presunción de inocencia que le preside a toda persona como derecho constitucional, 
sin dejar de lado otro derecho constitucional de la libertad, no se respeta el derecho 
a la libertad conforme a los Tratados o Convenios Internacionales de Derechos 
Humanos de lo contrario en su proceso penal, sea la etapa en la que se esté 
actuando, desde el momento de la detención de una persona, muchos de los casos 
reales, ni siquiera se le pone en pleno conocimiento al detenido los motivos por los 
cuales se da su detención, por consiguiente, de pedirse una prisión preventiva se 
está pidiendo privación de la libertad con ingreso a centro penitenciario, sin ni 
siquiera aun haber sido sentenciado con un fallo declarado consentido. Existiendo 
aun recursos impugnatorios a las decisiones judiciales, muchas veces mal 
fundamentadas. 
Para Rivera (2021) la prisión preventiva se da en casos de flagrancia y en aquellos 
con los que se cuente con suficientes medios de prueba, se hace exigible tal 
medida. Asimismo, se considera el pedido de comparecencia con restricciones, así 
mismo la prisión preventiva, es una medida necesaria y ningún derecho es 
irrestricto, todos tienen límites y excepciones. 
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Por otro lado, Benavente (2021) indica que dependiendo de los arraigos 
acreditados podría implementarse una medida que asegure la presencia del 
investigado sin necesidad de ser encarcelado, por ejemplo la privación de su libre 
desplazamiento a través de la prisión domiciliaria, en algunos casos se vulnera la 
presunción de inocencia que no se ha determinado con diligencia y razonabilidad, 
ya que en nuestro país no se respeta a un 100% los Tratados o Convenios de los 
Derechos Humanos, es necesario ajustar dicha normativa a la realidad de nuestro 
ordenamiento jurídico. 
Así mismo Choque (2021) nos dice que la prisión preventiva no es la única medida 
de coerción procesal idónea para asegurar la presencia del procesado, porque 
existe la comparecencia simple o con restricción y entre otros, consideró que la 
prisión preventiva no vulnera el derecho constitucional a la presunción de inocencia, 
porque la discusión no está centrada en la condena o absolución, pese al segundo 
presupuesto material, se enfoca si es necesario asegurar al procesado e internarlo 
en un recinto penitenciario o no, y se puede decir que en ámbitos generales 
consideró que en el Perú se respeta el derecho a la libertad conforme a los Tratados 
Internacionales. 
En el segundo objetivo específico se planteó, identificar la inobservancia de 
requisitos en la aplicación de la prisión preventiva según las garantías procesales 
del principio constitucional en la i268nocencia de un investigado, en el derecho 
procesal penal, Arequipa 2020, donde los entrevistados mencionan que: Zorrilla 
(2021) nos indica que el principal criterio que tiene el Ministerio Público para 
formular un requerimiento de prisión preventiva es que se cumpla todos los 
presupuestos establecidos en el artículo 268° del Código Procesal Penal, además 
de lo establecido en el Acuerdo Plenario 01- 2019, por otro lado la Policía Nacional 
realiza los actos de investigación basados en la dirección que realiza la Fiscalía, 
muchas diligencias se realizan de manera inmediata [….], y en la actualidad al 
emitirse el Decreto Legislativo N° 1513 por el Estado de Emergencia en que nos 
encontramos, de oficio los jueces han emitido Casaciones de prisión preventiva y 
beneficios penitenciarios a fin de deshacinar los  penales. 
En una misma línea Chapa (2021), nos menciona como se indica en la pregunta 
anterior, el Fiscal a cargo de la investigación, analiza la gravedad del delito, 
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considerando lo que establece el Art. 268° del Código Procesal Penal, así como lo 
establecido en el Acuerdo Plenario 01-2019 respecto al cumplimiento de los 
presupuestos procesales de la prisión preventiva y por otro lado si las diligencias 
policiales son las adecuadas para recabar elementos de convicción, no obstante, 
ello, en algunos casos, los efectivos policiales tienen limitaciones para realizar dicha 
labor, dado que no cuentan con logística, personal, entre otros aspectos que 
permitirían mejorar la calidad de su trabajo, más aún si consideramos el corto 
tiempo con el que se cuenta para concluir con las diligencias urgentes. La prisión 
preventiva es adecuada, la problemática del hacinamiento carcelario es un 
problema distinto que tiene que ver con un tema de gestión del Gobierno, 
presupuesto nación, entre otros, pero hablando propiamente de cuestiones legales, 
la prisión preventiva resulta ser en ciertos casos adecuada e idónea para los fines 
en los que se encuentra fundada. 
Zeballos (2021) los criterios que considera el Ministerio Público están señalados en 
el Código Procesal Penal, exponiendo los fundamentos de hecho y derecho que 
sustenta el pedido […], la Policía Nacional coadyuva a la investigación del delito y 
recaba los elementos de prueba de obtención [...] que da inicio al ejercicio de la 
acción penal, así mismo el hacinamiento carcelario es un problema que viene de 
años atrás. 
Según Borda (2021) menciona que los criterios que considera el Ministerio Público 
para formular el requerimiento de aplicación de la prisión preventiva los 
establecidos en el Código Procesal Penal y en algunos requerimientos fiscales 
también fundamentan en Acuerdos Plenarios vinculantes, en opinión personal las 
diligencias policiales no son las adecuadas para recabar elementos de convicción 
que permiten al fiscal requerir la prisión preventiva, en la actualidad es 
contradictorio al plan de hacinamiento carcelario, es por eso que es necesario la 
evaluación, según sea el caso, la aplicación de otras medidas coercitivas, de igual 
efectos o resultados, el de prevenir el peligro de fuga, sin que se le ingrese a un 
centro penitenciario, y también la aplicación de alternativas de solución de conflictos 
anticipadas, como la terminación anticipada, según sea el caso en concreto. 
Rivera (2021) menciona que los criterios que considera el Ministerio Público para 
formular el requerimiento de aplicación de la prisión preventiva están contenidos en 
la ley procesal, que las diligencias policiales son las adecuadas para recabar 
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elementos de convicción, sin embargo, la logística y preparación del personal 
policial de investigaciones es deficiente. El Estado no invierte en prepararlos ni 
darles los medios para hacer buenas investigaciones. Además, que la existencia o 
no de hacinamiento carcelario no es criterio establecido en ley para meritar cuando 
procede una prisión preventiva. 
Benavente (2021) menciona que los criterios que considera el Ministerio Público 
para formular el requerimiento de la prisión preventiva se debe dar si el delito es 
grave y que verdaderamente exista peligro de fuga y precisa que las diligencias 
policiales no son los adecuados a cabalidad, porque como en todo existe el riesgo 
de no ser realizados con la debida diligencia o con exhaustividad causando perjuicio 
al investigado, así mismo que el hacinamiento tampoco debe de ser considerado 
como justificante para no dictar prisión preventiva. 
Dentro del desarrollo del trabajo de investigación se optó por realizar un análisis de 
la guía documentaria y de esa manera dar un aporte a la tesis. 
En el expediente Nro. 5737-2020-6, causa que contiene la investigación por el delito 
de robo agravado y tenencia ilegal de armas, seguida contra el ciudadano 
venezolano Luis Javier Chirinos Zambrano, de 18 años de edad. Al analizar dicho 
expediente, advertimos que se realiza la formalización de la investigación, donde 
se considera como cómplice primario a Luis Javier Chirinos Zambrano, ello en el 
entendido que este habría participado en el robo de celulares. Ante ello, el 
representante de la Fiscalía formula el requerimiento de prisión preventiva la cual 
es declarada fundada; ante lo cual, la defensa técnica del investigado formula el 
recurso de apelación precisando los errores de la recurrida. Es así que la Segunda 
Sala Penal de Apelaciones de Arequipa declara la nulidad de oficio de la resolución 
que declaró fundada la prisión preventiva, ordenando la expedición de nueva 
decisión judicial, ello bajo el argumento que no se habría considerado la vinculación 
del investigado con la realización de los mismos en la responsabilidad penal que se 
le atribuye, declarando la nulidad al haberse inobservado requisitos y el contenido 
fundamental de los derechos y garantías previstos en la Constitución. En efecto, al 
realizarse la nueva audiencia de prisión preventiva, el juzgado de investigación 
preparatoria, advierte inconsistencia en cuanto a los graves y fundados elementos 
de convicción, dado que de los fácticos fluye que no se podría acreditar el rol que 
desempeñó el investigado además de no haber individualizado de manera objetiva 
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al investigado, por lo que el A quo considera que no se debe soslayar lo establecido 
en el Art. 2. de la Constitución Política del Perú, motivo por el cual, se declara 
infundado el requerimiento de prisión preventiva, imponiendo la comparecencia con 
restricciones al haberse vulnerado el principio de inocencia del investigado. 
Respecto al expediente 1207-2017-93, que se sigue contra el ex Alcalde de 
Arequipa Alfredo Zegarra Tejada, por el delito de colusión agravada, la Fiscalía 
dispone la formalización de la investigación considerando que existen medios 
probatorios que acrediten la responsabilidad del investigado. 
Es así que, en el desarrollo de la investigación, el fiscal a cargo formula la medida 
cautelar de embargo en forma de inscripción de diferentes bienes muebles e 
inmuebles del investigado, lo cual es evaluado por el juez de investigación 
preparatoria quien declara fundada la medida. 
Sin embargo, esta decisión se comunica al investigado sin haberlo hecho partícipe 
del mismo, vale decir que no tuvo la oportunidad de ejercer su defensa, dado que 
no fue notificado para la realización de la audiencia donde se declara fundada la 
medida. Ante ello, el investigado, mediante su defensa técnica formula el recurso 
de apelación, precisando que se le vulnera su derecho de inocencia, derecho a la 
propiedad y derecho de defensa, argumentos que son validados por la Sala Penal 
de Apelaciones y declaran fundado el recurso de apelación del recurrente, 
estableciendo que la imposición de una medida cautelar de esa categoría no puede 
tener como asidero la apariencia del delito, en el entendido que este es un concepto 
ambiguo siendo que hace alusión a algo que parece ser pero no es, por lo tanto, 
esto obedece a un concepto abstracto que no puede ser contrastado ni medible, en 
tal sentido resulta ser subjetivo al no poder determinar objetivamente la sospecha 
fuerte. En tal sentido, al no haber sido emitida la sentencia condenatoria, el 
investigado no puede ser privado de su derecho de libertad, derecho a la propiedad 
y todos aquellos inherentes al mismo, los cuales son contemplados y protegidos en 
la Constitución del Perú. Podemos mencionar que dentro de la resolución de la 
medida cautelar se vulneró el artículo 303°, numeral 7 del Código Procesal Penal y 
esto se da cuando exista una sentencia condenatoria y el artículo 139°, inciso 5 de 
nuestra Carta Magna, al no existir una razonabilidad de manera lógica y coherente 
en el momento que no realiza un pronunciamiento adecuado al pedido. 
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Al respecto podemos mencionar que dentro del objetivo general y objetivos 
específicos del trabajo de investigación, se buscó de manera adecuada las 
respuestas de los entrevistados y de esa manera realizar un contraste con la teoría 
fundamental y la guía documental en la cual se halló que se vulnera el Derecho 
Constitucional de presunción de inocencia, si bien es cierto una parte de los 
entrevistados mencionan que si se aplica de manera adecuada, otra parte de 
manera coherente realiza una oposición de manera conjunta con la teoría 
fundamentada llegando a establecer los supuestos que se plantearon dentro de la 
investigación. 
Como han expuesto los entrevistados y con el análisis documentario, los cuales 
responden al objetivo general del trabajo de investigación, se buscó contrastar con 
el supuesto general, toda vez que se planteó que existe incumplimiento en la 
aplicación de la Prisión Preventiva según el Principio Constitucional en la Inocencia 
de un investigado en el derecho procesal penal, Arequipa 2020, con las respuestas 
de los entrevistados, donde se puede señalar que la medida de coerción procesal 
no se aplica correctamente debido a que tiene una finalidad temporal o provisional, 
y más aún es excepcional, los cuales no son respetados por muchos fiscales y 
jueces de investigación preparatoria, pretendiendo convertirla en regla general, 
como lo menciona Choque (2021), así mismo para Rivera, esto se va dar por 
presión mediática, y en el otro extremo hay hipergarantismos que no conceden 
prisiones cuando deberían ser declaradas fundadas; por otro lado, cuando se habla 
de un procedimiento que sanciona lo primero que se debe de tener en cuenta es 
delimitar si verdaderamente el acusado realizó la falta y es más los juzgadores 
deben de tener en cuenta antes, que regla de conducta se va dar en el desarrollo 
de la investigacion, porque tienen la obligación de obedecer lo que menciona 
nuestra Carta Magna respecto a la presunción de inocencia hasta que el juzgado 
demuestre que verdaderamente cometio el delito el imputado como lo menciona 
Higa (2013), mientras que para Zorrilla, Chapa, Borda y Zeballos (2021) consideran 
que la prisión preventiva, es aplicada de manera adecuada por el juez de 
investigación preparatoria quien evalúa de manera estricta el cumplimiento de los 
presupuestos contemplados en el Art. 268° del C.P.P. y en el Acuerdo Plenario 01- 
2019, con lo cual se cumple de manera objetiva el rol desempeñado por el operador 
de justicia, en algunos casos pese a cumplirse en forma copulativa los 
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presupuestos que exige la norma, los operadores de justicia optan por otra medida 
coercitiva, sin embargo para Borda, Chapa, Zorrilla (2021) los jueces de 
investigación preparatoria realizan una valoración objetiva, ya sea declarando 
fundado o infundado un requerimiento de prisión preventiva, por otro lado, Rivera, 
Benavente y Choque (2021) indican que en muchas ocasiones desencadenan en 
la vulneración de los derechos de los investigados al no valorar adecuadamente el 
Acuerdo Plenario 01-2019 siendo que aún no se ha solucionado los niveles de 
sospecha con la doctrina o jurisprudencia, muchas veces lo citan y solicitan, pero 
de fondo es una cuestión formal más que sustancial. 
La realidad es que el Acuerdo Plenario 01-2019 no refleja nuestra realidad social o 
jurídica. Así mismo (Kostenwein, 2017), menciona que la prisión preventiva se van 
a manifestar por realizar un mejor control al imputado al momento de dar la medida 
preventiva, sin darse cuenta que esto puede desencadenar una situación a la 
persona que es imputada y más cuando no existen las garantías que se tienen, 
mientras no se demuestre que es culpable. 
El Código Procesal Penal contempla otras medidas coercitivas y la doctrina ubica 
a la prisión preventiva como la última opción de todas las medidas de coerción 
procesal de carácter personal; tales como comparecencia simple o con 
restricciones, arresto domiciliario, entre otras como lo mencionan, Borda, Chapa, 
Zorrilla, Zeballos y Choque (2021). 
Respecto el primer objetivo específico se busca contrastar con el primer supuesto 
especifico que planteó que existe vulneración en la aplicación de la Prisión 
Preventiva según las garantías procesales del Principio Constitucional en la 
inocencia de un investigado, en el derecho procesal penal, Arequipa 2020, con las 
respuestas de los entrevistados, donde se puede mencionar que por la naturaleza 
del delito que se investiga y cuando las penas a imponer van a ser de carácter 
efectivas con internamiento en un centro penitenciario, la posibilidad que el 
investigado evada la acción de la justicia es muy alta, por lo que se considera que 
la prisión preventiva es la única medida que asegura la presencia del investigado 
en cada llamado de la justicia, como lo indicaron Zorrilla, Borda y Chapa (2021), 
para Benavente (2021) señala que en algunos otros casos se vulneró el Derecho 
Constitucional de presunción de inocencia donde el juez de investigación 
preparatoria no determinó con diligencia y razonabilidad la medida de prisión 
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preventiva y esto se encuentra demostrado en el recurso de apelación interpuesta 
por la defensa técnica dentro del expediente Nro. 5737-2020-6, donde el 
representante de la Fiscalía formuló el requerimiento de prisión preventiva, la cual 
es declarada fundada; ante lo cual, la defensa técnica del investigado formula el 
recurso de apelación precisando los errores de la recurrida. Es así que la Segunda 
Sala Penal de Apelaciones de Arequipa declara la nulidad de oficio de la resolución 
que declaró fundada la prisión preventiva, ordenando la expedición de nueva 
decisión judicial, ello bajo el argumento que no se habría considerado la vinculación 
del investigado con la realización de los mismos en la responsabilidad penal que se 
le atribuye, declarando la nulidad al haberse inobservado requisitos y el contenido 
fundamental de los derechos y garantías previstos en la Constitución Política del 
Perú, como se puede observar, existe una vulneración de derechos. 
Existen distintos conceptos de instauraciones jurídicas, pero para el autor la más 
inapropiada es la medida cautelar que se le da a la persona en solicitud del fiscal 
al juez, con lo cual pretende garantizar una investigacion eficaz, siendo la prisión 
preventiva algo desfavorable para el presunto imputado, dejando de lado la 
presuncion de inocencia, antes de que se proceda a realizar las investigaciones y 
se determina la responsabilidad cierta o incierta. (Ferrajoli, 1997) 
Por otro lado para Benavente (2021) manifiesta que el Ministerio Público como 
defensor de la legalidad, en ningún momento puede permitir actos que afecten la 
libertad de las personas, de todas maneras, sería necesario ajustar dichas 
normativas que son los Tratados Internacionales a la realidad de nuestro 
ordenamiento jurídico nacional. Así mismo el autor menciona que la Corte Penal de 
Colombia en una sentencia del año 1998, precisa que la prisión preventiva solo se 
debe asignar en una decisión puntual donde se pueda demostrar que el imputado 
pueda transgredir las normas y que debe primar la presunción de inocencia que 
toda persona debe de tener y más aún cuando lo determina el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles, dado que se estaría dando una contrariedad al imponer la 
prisión preventiva y esto lo que causa es una aglomeración carcelaria en el país de 
Colombia. (Granados, 2013). 
Por otro lado, en el Expediente 1207-2017-93, que se sigue contra el ex alcalde de 
Arequipa Alfredo Zegarra Tejada, por el delito de colusión agravada el fiscal a cargo 
formula la medida cautelar de embargo en forma de inscripción, de diferentes 
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bienes muebles e inmuebles del investigado, lo cual es evaluado por el juez de 
investigación preparatoria quien declara fundada la medida. Sin embargo, esta 
decisión se comunica al investigado sin haberlo hecho participe del mismo, vale 
decir que no tuvo la oportunidad de ejercer su defensa, dado que no fue notificado 
para la realización de la audiencia donde se declara fundada la medida. Ante ello, 
el investigado, mediante su defensa técnica formula el recurso de apelación, 
precisando que se le considera vulnera su derecho de inocencia, derecho a la 
propiedad y derecho de defensa, argumentos que son validados por la Sala Penal 
de Apelaciones y declaran fundado el recurso de apelación del recurrente, es por 
ese motivo que se demuestra que se ha vulnerado el artículo 303° numeral 7 del 
Código Procesal Penal y esto se da cuando exista una sentencia condenatoria y el 
artículo 139° inciso 5 de nuestra Carta Magna. 
 
Respecto al segundo objetivo específico se busca contrastar con el segundo 
supuesto especifico donde se planteó que existe inobservancia de requisitos en la 
aplicación de la Prisión Preventiva según las garantías procesales del Principio 
Constitucional en la Inocencia de un investigado, en el Derecho Procesal Penal, 
Arequipa 2020, con las respuestas de los entrevistados, donde el principal criterio 
que tiene el Ministerio Público para formular un requerimiento de prisión preventiva 
es que se cumplan todos los presupuestos establecidos en el artículo 268° del 
Código Procesal Penal, donde el fiscal a cargo de la investigación, analiza la 
gravedad del delito, respecto al cumplimiento de los presupuestos procesales de la 
prisión preventiva que obligan a solicitar la medida cautelar personal exponiendo 
los fundamentos de hecho y derecho que sustentan su pedido, para ello, debe 
cumplir con detallar la forma razonada y fundamentada, la forma en que concurren 
o confluyen los requisitos establecidos en la norma procesal; además de tomar en 
cuenta lo establecido en el Acuerdo Plenario 01-2019, según lo menciona Zorrilla, 
Borda, Chapa, Zeballos, Rivera, Benavente y Choque (2021) del mismo modo el 
autor menciona que cuando se habla de un derecho subjetivo como precepto de 
una medida procesal a la presunción de inocencia, quiere decir que ésta es usada 
como una pena para evitar que el imputado obstruya el proceso de investigación 
que se da en su contra y esto lo establece el Código en los supuestos para 
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determinar que no exista peligro de fuga, siendo en muchos casos arbitraria la 
medida que se establece dentro de un proceso. Correa (2018) 
Por otro lado; Choque, Borda, Zeballos y Zorrilla (2021) refirieron que la policía 
interviene de manera inmediata en casos de flagrancia delictiva, recabando los 
elementos de prueba, la obtención, aseguramiento, y preservación de la evidencia 
física, la identificación de sospechosos y los agraviados, entrevistas, interrogatorios 
y otras actividades que los conducen a tener el primer contacto con la escena donde 
ocurrió el hecho delictuoso y comunica al fiscal de turno, a efecto de coordinar las 
diligencias necesarias y realizar la investigación de manera célere a efecto de 
recabar los elementos de convicción que servirán para formular el requerimiento de 
prisión preventiva, es necesario mejorar muchos mecanismos para poder obtener 
resultados inmediatos como pruebas biológicas, físicas, técnicas y es prioridad 
mejorar la calidad y condiciones de trabajo de los efectivos policiales ya que tienen 
limitaciones para realizar dicha labor al punto de considerarla deficiente en algunos 
casos, ya que el Estado no interviene en prepararlos ni darles los medios y se da 
el resultado de sus intervenciones donde se evidenció que no cuentan con logística, 
personal, entre otros aspectos, más aún si consideramos el corto tiempo con el que 
se cuenta para concluir con las diligencias urgentes, causando perjuicio a los 
investigados como lo menciona Chapa y Rivera (2021) 
Zorrilla y Chapa (2021) manifiestan que el hacinamiento carcelario es una 
problemática real que viene de años atrás y tiene que ver con un tema de gestión 
de Gobierno, presupuesto nacional, sin embargo, en la actualidad al emitirse el 
Decreto Legislativo N° 1513 por el Estado de emergencia en que nos encontramos, 
de oficio los jueces han emitido Casaciones de prisiones preventivas y beneficios 
penitenciarios, a fin de deshacinar los penales, resultando de necesidad 
excepcional que en casos graves se asegure al investigado con medida de prisión 
preventiva. 
Por otro lado Borda y Zeballos (2021) manifiesta que es el Estado quien debe 
considerar en mejorar dichas condiciones de los establecimientos penitenciarios, 
prestando atención en implementarlos o mejorarlos tanto en infraestructura como 
en programas de asistencia social y psicológica, sin embargo la imposición de la 
prisión preventiva tendría una necesidad relevante, es decir, si no existen otros 
mecanismos igual de efectivos pero menos lesivo que pueda aplicarse al imputado, 
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resultando de necesidad excepcional que en casos graves se asegure al 
investigado con dicha medida. Consideraron además que debe buscarse 
alternativas para que los procesos con detenidos tengan una atención diferenciada, 
para lograr una sentencia y así lograr que el grueso de la población carcelaria la 
constituyan personas que ya tienen una sentencia y no al revés. 
Choque (2021) manifiesta que el problema principal no es el hacinamiento 
carcelario, sino la mala utilización de la prisión preventiva en tratar de convertirlo 
como una regla general, entonces podemos deducir que el hacinamiento carcelario 
no es la causa sino el efecto. Bajo un derecho penal humano no es adecuada una 
prisión preventiva en un centro de internamiento con una superpoblación carcelaria, 
siendo que se podría considerar las medidas alternas y mejorar el actual sistema 
penitenciario y evitar en algunos casos la vulneración de los derechos de los 
investigados, por otro lado el autor considera que cuando se habla de prisión 
preventiva se está hablando de una pena anticipada, dentro de la praxis jurídica, en 
México los magistrados a cargo de la investigación brindan una medida de 
prevención y resuelven en un gran porcentaje las sentencias firmes con una pena 
condenatoria y no porque dentro de las investigaciones demuestren la 
responsabilidad del imputado como es que lo menciona los procedimientos de 
investigación, sino porque se verá obligado a declararlo culpable solo por no 
impugnar su primera decisión en el que le dio la prisión preventiva. Salcedo (2018) 
 
Como se puede observar, en el contraste realizado respecto de los entrevistados, 
las guías de análisis y la teoría fundamental, se alcanzó el supuesto general, que 
se planteó en el trabajo de investigación; al acreditarse la vulneración de inocencia 
al imponerse la medida de prisión preventiva por parte de los operadores de justicia, 
toda vez que el presunto imputado es inocente hasta que sea condenado mediante 
sentencia firme y consentida, lo cual está establecido en la Constitución Política del 
Perú, por lo tanto, los fiscales y jueces penales, deberían considerar las otras 
medidas, de igual carácter, establecidas en el Código Procesal Penal, a efecto de 




De lo que se pudo contrastar en líneas arriba llegamos a las siguientes 
conclusiones según los objetivos planteados en el presente trabajo de 
investigación: 
PRIMERA: La prisión preventiva es una medida limitativa del derecho a la libertad, 
que se dicta dentro del proceso penal por el Juez de Investigación Preparatoria, 
siendo que en muchos casos se declara fundada teniendo como consecuencia la 
vulneración del Principio de inocencia, establecido en el artículo 2, inciso 24, literal 
e), de la Constitución del Perú. 
 
SEGUNDA: La prisión preventiva viene siendo aplicada desmesuradamente por los 
Jueces de Investigación Preparatoria debiendo considerar aplicar las otras medidas 
establecidas en los Art. 286°, 287°, 289°, 290°, 291° y 295° del C.P.P.,  las cuales 
resultan ser menos gravosas a efecto de no vulnerar el Principio de Inocencia, 
según nuestra Carta Magna y Tratados Internacionales 
 
TERCERA: La medida cautelar de prisión preventiva, es una medida que se impone 
sin considerar que hay otras alternativas menos gravosas, mediante las cuales 
también se asegura la presencia del investigado, tales como el uso de grillete 
electrónico, pago de caución, comparecencia con restricciones, arresto domiciliario, 




PRIMERA: Capacitar a los fiscales y jueces penales, a efecto que implementen las 
medidas de coerción de carácter personal que se establece en el Código Procesal 
Penal, a efecto de no vulnerar el derecho a la libertad del imputado y garantizar la 
presencia del imputado durante el proceso. 
SEGUNDA: Capacitar al personal policial, dado que son los encargados de vigilar 
y proteger el lugar donde ocurren los hechos, siendo éstos los primeros en tener 
contacto con la escena del crimen. Así mismo son los encargados de realizar las 
diligencias inmediatas relacionadas a la investigación, recabando las evidencias 
que servirán para el esclarecimiento de los hechos de la investigación, es por ello 
que deben tener una mejor preparación al momento de realizar su labor para un 
mayor resultado en la investigación. 
TERCERA: Los jueces y fiscales penales, deben tener en cuenta lo establecido en 
la Constitución Política del Perú, priorizando lo establecido en el Art. 2, inc. 24, dado 
que la libertad personal de una persona solo puede ser restringida mediante 
sentencia condenatoria firme y consentida. 
CUARTA: El Juez de Investigación Preparatoria debe tomar en cuenta los Tratados 
y Convenios Internacionales, a efecto de evitar dictar medidas que vulneren el 
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